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I. Introducción

L a propuesta de llevar al plano constitucional una 
regulación del uso de inteligencia artificial (IA) en 
campañas electorales ha encendido un debate jurí-

dico que no termina con el rechazo o modificación de la 
iniciativa. Independientemente del destino de esta refor-
ma en el Congreso, nos ha puesto frente a una pregunta 
ineludible en nuestros tiempos y que afecta a toda la 
ciudadanía: ¿qué implicaciones tiene que el Estado vigile 
y exija un etiquetado a contenidos que han sido “tocados” 
por la IA? Aunque la operatividad real de la regulación 
secundaria pueda definir de mejor manera los detalles, 
el planteamiento inicial nos obliga a analizar cómo dar 
cabida a la transparencia e integridad informativa sin vul-
nerar otros derechos establecidos.

La sola posibilidad de normar contenidos modificados o 
alterados con IA exige examinar los efectos más allá del 
ámbito electoral. Desde tal premisa, esta opinión explora 
algunos de los impactos que una regulación de esta natu-
raleza podría producir si se revisa desde cuestiones que 
ya están siendo debatidas en la propiedad intelectual. 

La iniciativa se formuló con el objetivo de contar con 
mayor integridad informativa, pues obligaba a que el 
contenido “modificado o alterado” mediante inteligencia 
artificial u otra tecnología fuese etiquetado por el emisor. 
En el dictamen se justificaba esta medida por el riesgo de 
deepfakes y de manipulación informativa en campañas. 
Además, la iniciativa proponía que la difusión estuviera 
sometida al respectivo etiquetado, quedando sujeta a 
deberes de vigilancia por parte de concesionarios y pla-
taformas digitales, esto es, los intermediarios. Así, las 
obligaciones tanto de los emisores de etiquetar, como de 
intermediarios el de vigilar, abren preguntas que ya se 
han estado discutiendo desde la perspectiva de la propie-
dad intelectual (PI): ¿cómo se va a distinguir entre una 
creación original y su transformación tecnológica? ¿Qué 

sucederá con el uso no autorizado de la imagen? ¿Cómo 
absorberán los intermediarios la carga de la verificación 
de contenidos? ¿Cómo evitar que se eliminen contenidos 
válidos? y ¿subsistirá el peligro de apropiación cultural? 
En esta opinión ofrecemos una respuesta a cada una de 
las anteriores preguntas.

II. ¿Cómo se va a distinguir entre creaciones
originales y su transformación tecnológica?

En el curso de las campañas electorales se produce 
material que potencialmente podría estar protegido por 
derechos de autor, en tanto se trate de una obra (audio-
visual, por ejemplo en el caso de videos) y sea original. 
Hay que recordar que basta que la obra se fije en un 
soporte material para que exista la protección del dere-
cho de autor, es decir, no es necesario registrarla en la 
autoridad administrativa para que el derecho de autor 
pueda ser reconocible (artículo 5, Ley Federal del Dere-
cho de Autor [LFDA]). 

La propuesta de reforma usa expresiones muy abiertas, 
naturalmente, dejando lo específico a la ley regulatoria. 
Lo primero sería determinar cuál será el nivel de interven-
ción sobre contenido “modificado o alterado” con IA para 
que este tenga que ser etiquetado. Desde la perspectiva 
de la PI, la ley secundaria tendrá que dibujar criterios que 
aún no han sido regulados desde la normativa de obras 
creativas, pero que será necesario para poder entender 
cuáles contenidos van a tener que ser etiquetados. Se 
tendrá que diferenciar entre los siguientes tipos de obras: 
(i) aquellas que sean obras hechas completamente por
humanos; (ii) aquellas que usen de apoyo “instrumental”
a la IA; (iii) obras que sean de creación híbrida, con una
intervención humana sustantiva; (iv) contenido creado
mayoritariamente con IA, y (v) obras que hayan contado
con postproducción automatizada. Se tendrá que distin-
guir hasta qué grado en este tipo de contenido se puede
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considerar que ha sido “modificado o alterado” con IA y, 
por tanto, se tenga que etiquetar. 

En el marco de los derechos de autor, el debate actual 
no gira sólo en torno al uso de la IA en la creación de 
obras, sino en torno a la naturaleza de la intervención. 
Es decir, no se puede medir con la misma vara un uso 
instrumental o híbrido —como limpiar un audio para que 
sea más nítido, eliminar el fondo de un video o una foto, 
estabilizar una imagen, generar subtítulos, hacer más 
estética la apariencia de una persona— que el generar 
por completo un video a partir de una simple fotografía. 
Por ello, el planteamiento sobre el etiquetado de conte-
nidos no debería limitarse a si la obra fue modificada o 
alterada con IA, pues la intervención podría haber sido 
mínima. Una regulación secundaria efectiva debe defi-
nir reglas claras sobre qué nivel de intervención es real-
mente relevante y merece una etiqueta. Si se cae en el 
extremo de etiquetar absolutamente todo lo “tocado” por 
IA, se corre el riesgo de saturar a la audiencia votante y 
provocar un escepticismo generalizado. Esto los llevaría a 
desacreditar cualquier contenido de campaña, perdiendo 
la capacidad de distinguir entre el uso de la IA como sim-
ple herramienta de apoyo y la generación de una realidad 
que no existe. 

Es importante señalar que hasta este momento la LFDA 
no hace la distinción entre los diferentes tipos de inter-
vención con IA, para considerar que todavía hay autoría 
humana. La SCJN únicamente se ha pronunciado en con-
tra de reconocer derechos de autor de obras generadas 
íntegramente por IA en las que no ha habido interven-
ción humana. Sin embargo, prevalece en una zona gris el 
determinar si se reconocerá autoría a las obras híbridas o 
intervenidas por IA, algo que sí se ha estudiado en Cor-
tes de otras latitudes.

Debemos tener claro que la transparencia tecnológica 
en materia electoral, entendida como el simple hecho 
de avisar que se usó IA, no resuelve la pregunta de 
fondo sobre si la creación puede ser considerada origi-
nal (dependiendo del grado de intervención tecnológica). 
Considero que la legislación secundaría debe caminar de 
la mano con una reforma de la LFDA, pues de lo contra-
rio se corre el riesgo de que desde el ámbito electoral se 
esté creando una categoría uniforme respecto del uso de 
la IA en las obras, pues desdibujaría fronteras legales 
que aún no han sido suficientemente debatidas desde la 

perspectiva de derecho de autor. El reto legislativo será 
definir qué grado de aportación tecnológica será permi-
tida y cuándo se deberá etiquetar. La distinción es crítica, 
pues hoy la IA permite que la optimización de contenidos 
(para lograr mayor nitidez o calidad visual) sea drástica-
mente más barata que el uso de equipos de producción 
tradicionales. El autorizar su uso equivaldría a democra-
tizar el acceso a una alta calidad técnica del contenido 
de propaganda a un bajo costo. Por lo anterior, la ley no 
debería penalizar cualquier uso de la herramienta, sino 
distinguir entre las mejorías técnicas y aquellas apropia-
ciones que sí requieran el etiquetado para cumplir con la 
transparencia informativa. 

III. ¿Qué sucederá con el uso no 
autorizado de la imagen?

En el curso de las campañas electorales, las personas 
candidatas dan consentimiento para que su imagen se 
use en materiales de difusión, pero esto no significa 
que se extienda ese consentimiento para usos sintéti-
cos posteriores. Esto podría suceder con: clonación de 
voz, recreación sintética del rostro, animación artificial 
de gestos, doblaje apócrifo y los tan temidos deepfakes.

Podríamos decir que el derecho de imagen entra en una 
“zona de sacrificio” cuando se trata de figuras públicas. 
La SCJN ha establecido que quienes aspiran a un cargo 
de elección popular tienen un margen de protección más 
reducido que un ciudadano privado, permitiendo incluso 
la difusión de su imagen sin consentimiento siempre que 
la información sea relevante para la vida comunitaria 
(Amparo Directo 24/2016). De igual forma, el artículo 87 
de la LFDA exceptúa el tener que solicitar el consenti-
miento de la persona retratada cuando la foto se toma en 
lugares públicos con fines informativos y, desde luego, 
muchas de las actividades de las personas candidatas 
entran en este supuesto. 

No obstante, el derecho a la imagen no desaparece por 
completo, pues se tendrá que solicitar la autorización de 
la persona candidata cuando se use de forma ajena a la 
labor informativa. Por ejemplo, se tendrá que pedir auto-
rización para usar la imagen en el contexto de la venta 
de un producto o servicio. Así pues, la ley secundaría 
tendría que distinguir entre los usos autorizados de ima-
gen en material de campaña; el reúso de las imágenes, 
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la manipulación con IA de material auténtico, o bien la 
generación de voz o imágenes de forma sintética.

Aquí el desafío regulatorio radica en la operatividad, si 
bien lo ideal sería exigir que todo contenido informativo 
en donde se use la imagen y/o la voz de una persona 
candidata cuente con una etiqueta de responsabilidad de 
la persona (idealmente periodista) que la creó, la rapidez 
de divulgación en redes hace que esto sea inalcanzable. 
Al menos aquí la obligatoriedad debería de estar en que 
el contenido de carácter informativo que conlleve uso de 
IA sí debería de ser etiquetado (a diferencia del creado 
para campañas). Cuando se trate, pues, de la transfor-
mación tecnológica de la imagen, la persona titular con-
serva su derecho a decidir cómo proyectar su figura. En 
conclusión, cuando se trate de material informativo, la 
audiencia debe poder saber si es un registro orgánico o 
una versión modificada.

IV. ¿Cómo absorberán los intermediarios la 
carga de verificación del contenido? Y ¿cómo 
mitigar que eliminen contenidos válidos?

La reforma coloca a concesionarios y plataformas digi-
tales como los nuevos vigilantes electorales y árbitros 
de las creaciones sintéticas, al obligarlos a identificar y 
restringir la difusión de contenido no etiquetado. Este 
es un esquema muy similar al del mecanismo de ejecu-
ción de derechos de autor conocido como “Aviso y Reti-
rada” (notice and takedown). Sin embargo, a diferencia 
de lo que refiere el artículo 114 Octies de la LFDA, en 
esta reforma se pretende trasladar la responsabilidad a 
las plataformas, basándose únicamente en la sospecha 
de alteración tecnológica de los contenidos publicados 
por usuarios.

Cuando la vigilancia de contenidos recae en las platafor-
mas, el incentivo natural será retirarlo de forma preventiva 
y masiva para evitar multas. Desde la propiedad intelectual 
ya se ha visto este fenómeno y las plataformas terminan 
bloqueando material que en realidad representa un uso 
legítimo de las obras originales. Por ejemplo, si se trata de 
reproducción de acontecimientos de actualidad, conforme 
al 148 de la LFDA, o si se está haciendo cualquier otro uso 
considerado como un límite al derecho de autor.

La ley secundaria deberá prever reglas claras para la toma 
de decisiones rápida de las plataformas, con el objetivo 
de que no terminen eliminando contenido que sea legí-
timo. Además, vista la experiencia que se ha tenido con el 
mecanismo de aviso y retirada, se sugiere abrir un canal 
de impugnación y rectificación que sea rápido, para que 
los creadores puedan defender su obra. Se sugiere tam-
bién hacer un mecanismo sencillo de diferenciación entre 
incumplimientos graves (los que prueben ser deepfakes) 
y aquellos que sean de mera formalidad (que hayan omi-
tido el etiquetado). Esto es, no debe de construirse un 
régimen de cumplimiento para los intermediarios que se 
base sólo en sospechas de que el contenido usó IA o una 
herramienta tecnológica, y que con ello se haga el retiro, 
pues aunque se esté en cumplimiento del mandato elec-
toral, se corre el riesgo de violentar derechos de autor e 
incluso la libertad de expresión.

Delegar por completo la responsabilidad en los interme-
diarios los convierte en árbitros privados de los conte-
nidos. El riesgo no es solamente la censura incorrecta, 
sino que se está dejando en manos de privados y conce-
sionarios el determinar sobre la legalidad de contenidos 
políticos por meramente haber hecho uso de la tecnolo-
gía. El análisis sustantivo debería de corresponder a una 
autoridad y no a un código de programación. El problema 
radica en que si los particulares deciden eliminar toda la 
propaganda de determinados candidatos o partidos por 
suponer una modificación con IA, se podría afectar la 
equidad en la contienda.

V. ¿Subsistirá el peligro de 
apropiación cultural de pueblos 
indígenas y afromexicanos?

La reforma promueve la postulación de candidaturas a 
favor de pueblos indígenas y afromexicanos. Sin embargo, 
deberá cuidarse que la mayor visibilidad política de las 
comunidades no se convierta en un incentivo para la 
extracción simbólica de sus expresiones culturales. En el 
márketing político existe el riesgo de que la IA se utilice 
para generar imágenes que representen bordados, icono-
grafía y sonidos como música, lenguas, con el único fin de 
conferir legitimidad a una candidatura. Pero esto puede 
carecer de un vínculo real con la comunidad. 
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La protección de los conocimientos tradicionales tam-
bién es un debate conocido en el mundo de la PI que 
conlleva problemas profundos que siguen sin encontrar 
una solución definitiva en el derecho positivo. Desde la 
perspectiva de la propiedad intelectual (PI), se han estu-
diado muchos casos en diferentes latitudes de lamenta-
bles apropiaciones indebidas de todo tipo de expresiones 
culturales, y muchas de ellas no han podido ser defen-
didas por los Estados y comunidades. En la propuesta 
de reforma electoral no se habla sólo de un uso cultural 
en abstracto, sino incluso de posible generación de pro-
paganda sintética, en donde se corre el riesgo de que 
se exploten elementos identitarios sin el consentimiento 
previo, libre e informado que marca la Ley Federal de 
Protección del Patrimonio Cultural de los Pueblos Indíge-
nas y comunidades indígenas y afromexicanas. Si la IA 
puede replicar un patrón textil, escenografía comunita-
ria, o música y lenguas para un spot de campaña, pero 
esto se hace sin las formas debidas, estaremos ante una 
apropiación cultural hecha con tecnología.

De ahí que la legislación secundaria enfrenta un reto inédito: 
debe evitar que la obligación constitucional de inclusión 
sea interpretada como una puerta abierta a la explota-
ción instrumental, aunque sea por la vía tecnológica. Es 

imperativo que la nueva normativa dialogue con categorías 
jurídicas ya consolidadas —como la autorización para el 
uso de bienes colectivos— a fin de construir criterios de 
responsabilidad claros. La ley no sólo debe vigilar el etique-
tado de uso o no de la IA, sino garantizar que la tecnología 
no sea una herramienta para la apropiación de expresiones 
que pertenecen a la memoria y al patrimonio de pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas. 

VI. Conclusión

Regular el uso de la IA en campañas no supone úni-
camente atender un problema de transparencia política, 
también implica intervenir en la creación, transforma-
ción y circulación de activos intangibles (contenido) que 
podrían estar protegidos por derechos de autor. Por ello, 
de darse la reforma en este sentido, la legislación secun-
daria podrá aprender del camino recorrido desde el dere-
cho de autor en cuanto a obras creadas con ayuda de 
la IA, en el que convivirán problemas de autorización y 
autoría; deberá de tutelar el derecho de imagen, en el 
que se incluye la voz; deberá cuidar que no se quede 
todo el poder de decisión de los contenidos a las platafor-
mas y que se evite la apropiación indebida. 




